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Proceso Reivindicatorio  

Demandante Norela del Socorro Velásquez 
Palacio  

Demando Ángel de Jesús Cruz 

Procedencia Juzgado Quinto Civil del Circuito de 
Oralidad de Medellín 

Radicado  05001 31 03 005 2019 00543 01 

Instancia  Segunda 

Ponente Juan Carlos Sosa Londoño 

Asunto  Sentencia No. 028 

Decisión Confirma. 

Tema Accesión. Fijación del litigio. 

 Etelvina Palacio de Velásquez había 
adquirido, es cierto, el dominio de un 
inmueble en el que inicialmente existía 
una edificación de una sola planta y, al 
día de hoy, no es otra que una 
edificación de cuatro pisos, por lo que 
aquella, - dueña del inmueble - pasó a 
serlo de lo que por accesión se edificó 
en ella, sin necesidad de escritura 
pública registrada, “el dueño incorpora 
en su patrimonio lo que por accesión 
se agrega al bien de que ya es dueño, 
y este resultado se obtiene sin que 
para ello se realice y se cumpla 
tradición alguna” (Casación del 26 de 
octubre de 1909, gaceta judicial XXV, 
pág. 291, reiteradas en Sents, 28 de 
abril 1953, LXXIV, 751 y 10 de octubre 
1955, LXXXI, 399). “Si el poseedor 
afirma y demuestra que construyó en 
terreno ajeno no puede oponerse a 
que lo adquiera el dueño del terreno; el 
edificador carece de acción in re y solo 
puede ejercer la personal para el pago 
de la indemnización” (Casación 11 de 
octubre de 1912, XXII, pág. 259 y 
sentencia 22 de mayo de 1928, gaceta 
judicial XXXV, pág. 280). 
la fijación del litigió la Corte en 
sentencia SC780-2020, señaló: 

 
“La fijación del objeto de la litis no es 
una liberalidad del funcionario judicial 
sino una etapa en la que las partes 
determinan con precisión las 
cuestiones de hecho que serán materia 
del debate probatorio. En la fijación del 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN 
 

SALA CUARTA CIVIL DE DECISIÓN 
 

Medellín, trece (13) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Se decide por la Sala Civil del Tribunal el recurso de apelación 

interpuesto por Ángel de Jesús Cruz frente a la sentencia del 25 

litigio se formulan dos especies de 
cuestiones fácticas: los hechos 
operativos y los probatorios. 
 
“Los hechos operativos son los 
sucesos que se relacionan con el 
conflicto jurídico, pero no tienen la 
connotación de litigiosos porque se 
dan como existentes por las partes, 
no generan controversia y cumplen 
la función de contextualizar el 
entramado fáctico que subyace a las 
pretensiones. 
 
“Los hechos probatorios coinciden 
con el antecedente o condición 
prevista en la proposición jurídica y 
–como son la materia del 
desacuerdo– determinan el tema de 
la prueba a partir del cual se 
elaborarán los enunciados fácticos 
en que se sustentará la sentencia. 
 
“Todo el debate probatorio se 
circunscribirá a los límites trazados 
en la fijación del objeto del litigio, 
por ello una alteración indebida de 
esos contornos tomaría por 
sorpresa a las partes y vulneraría su 
derecho de defensa y contradicción.  
“…  
“El juez orienta a las partes en la 
fijación del objeto del litigio, pero no 
está facultado para variar los límites 
trazados por ellas, porque tal labor 
corresponde al ejercicio del 
principio dispositivo que rige el 
proceso civil; y para ello basta con 
asentar los temas controvertidos, 
entendiéndose que aquéllas están 
conformes con todos los demás”. 
(negrillas intencionales) 
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de noviembre de 2021, proferida por el Juzgado Quinto Civil del 

Circuito de Oralidad de Medellín, en el proceso reivindicatorio que 

en su contra promovió Norela del Socorro Velásquez Palacio, 

representada por Luis Enrique Mazo Velásquez su curador 

general legítimo.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.  En la demanda que milita en las páginas 1 a 10 del archivo 3, 

su proponente solicitó:  

 

a) Que sea reconocida Norela del Socorro Velásquez Palacio 

como propietaria absoluta del inmueble ubicado en la calle 41 No. 

35-62 Barrio el Salvador de Medellín, identificado con el folio real 

No. 001-958060 de la Oficina de Instrumentos Públicos Zona Sur, 

cuyos linderos son: Por el frente con la calle Barco, por su 

costado con predio de Hortensia Zuluaga, por otro costado con 

propiedad de la Sociedad San Vicente de Paul y por el centro con 

predio de Aurentino Posada. Del cual se desprende la porción del 

bien a reivindicar a favor de la demandante, el cual figura con la 

nomenclatura calle 41 No. 35-54, tercer piso interior 301, dividido 

materialmente en (2) dos habitaciones, sala, comedor, (1) un 

patio, cocina y balcón; medida de frente equivalente a 12,76 y de 

fondo equivalente a 7 mts; lo cual arroja un área total de 89.32 

metros cuadrados 

 

b) Como consecuencia de lo anterior, ordenar a Ángel de Jesús 

Cruz restituir a la demandante el inmueble ubicado en la calle 41 

No. 35-54 tercer piso interior 301, el cual hace parte del inmueble 
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identificado con el folio real No. 001-958060 de la Oficina de 

Instrumentos Públicos Zona Sur. 

 

c) Con fundamento en el artículo 964 del C. Civil se condene al 

demandado al pago de los frutos naturales o civiles dejados de 

percibir por la actora, los cuales equivalen a la suma de 

$26.120.000,00.  

  

d) Por ser el accionado un poseedor de mala fe, se abstenga de 

condenar a la demandante al pago de algún tipo de 

indemnización. 

 

e) Que se cancele algún tipo de inscripción que ponga en duda la 

propiedad de la demandante sobre la totalidad o parte del bien 

inmueble ubicado en la calle 41 No. 35-62 Barrio el Salvador de 

Medellín. 

 

f) Ordenar la inscripción de la sentencia sobre el inmueble 

ubicado en la calle 41 No. 35-62 Barrio El Salvador, con folio real 

No. 001-958060 de la Oficina de Instrumentos Públicos Zona Sur. 

 

g) Que se condene en costas y agencias en derecho al 

demandado.  

 

2. En sustento de dichos pedimentos, se esgrimieron los 

fundamentos fácticos que pasan a compendiarse: 

 

a) Mediante escritura pública 3.614 del 7 de julio de 1949 

otorgada en la Notaría Primera de Medellín, Etelvina Palacio de 

Velásquez compró a Carmen Moreno Viuda de Palacio un bien 
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inmueble ubicado en la calle 41 No. 35-62 (calle del Barco) barrio 

Salvador, identificado con folio real No. 001-958060 de la Oficina 

de Instrumentos Públicos Zona Sur, que en la actualidad consta 

de una construcción de cuatro pisos independientes.  

 

b) Etelvina Palacio de Velásquez procreó a Norela del Socorro 

Velásquez Palacio, la que en razón de su salud mental fue 

declarada en interdicción por discapacidad mental absoluta, en 

providencia proferida por el Juzgado Once de Familia de Medellín, 

el 10 de marzo de 2016, designado como curador general legítimo 

a Luis Enrique Mazo Velásquez. 

 

c) Etelvina Palacio de Velásquez falleció el 9 de julio de 2012, y 

adelantado el trámite de liquidación notarial de la herencia ante el 

Notario Veintiuno de Medellín contenido en la escritura pública 

No. 1903 del 27 de julio de 2018, se adjudicó a Norela del Socorro 

Velásquez Palacio el inmueble identificado con matrícula 

inmobiliaria No. 001-958060 de la Oficina de Instrumentos 

Públicos Zona Sur.  

 

d) Ángel de Jesús Cruz, es poseedor de mala fe y desde el 9 de 

julio de 2012, del tercer piso de la edificación, interior 301, 

detallado en la pretensión primera de la demanda. 

 

3. Oportunamente el demandado dio respuesta al libelo genitor 

indicando, en esencia, que ejercía la posesión desde el año 2002 

por haberla recibido directamente de su propietaria y haber 

construido lo poseído con recursos propios, así como la unidad 

habitacional del cuarto nivel. 
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Formuló como excepciones de mérito las de: 

 

Falta de legitimación en la causa por activa para promover la 

acción reivindicatoria; inexistencia de las causales invocadas para 

la acción reivindicatoria; falta de identificación y determinación 

plena del bien a reivindicar; falta de prueba idónea que acredite la 

debida identificación del bien inmueble a reivindicar, 

enriquecimiento sin causa por cobro de lo no debido; prescripción 

extintiva de los frutos, prescripción adquisitiva del derecho de 

domino; prescripción extintiva del derecho de dominio; mala fe y 

temeridad. (Archivo 15) 

 

II. LA SENTENCIA APELADA 

 

El Juzgado Quinto Civil del Circuito de Oralidad de Medellín en 

audiencia del 25 de noviembre de 2021, profirió sentencia en la 

que dispuso: 

 

“1. Se declara No probada las excepciones propuestas por la parte 

demandada, por lo expresado en la parte motiva de este proceso. 

 

“2. Se accede a la pretensión reivindicatoria solicitada por NORELA 

DEL SOCORRO VELÁSQUEZ PALACIO, representada por su curador 

Luis Enrique Mazo Velásquez en contra de Ángel de Jesús Cruz.  

 

“3. En consecuencia, se CONDENA a Ángel de Jesús Cruz a restituir a 

Norela del Socorro Velásquez Palacio, el inmueble objeto de 

reivindicación, especificado en la parte motiva de este proveído y con 

folio de matrícula inmobiliaria 001-958060, ubicado en la calle 41No. 

35-54 Interior 301 de esta ciudad, dentro de los diez-10-días siguientes 

a la ejecutoria de esta decisión.  

 

“4. Se reconoce como frutos civiles dejados de percibir por la 

demandante y conforme a lo dicho en la parte motiva de esta 

providencia la suma de $3.300.000., frutos estimados y reconocidos 
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desde el 20 de enero del 2021.  

 

“5. No hay lugar a condenar en costas, por encontrarse el demandado 

bajo la figura de amparo de pobreza”. 

 

Señaló inicialmente que al momento de la fijación del litigio se 

había aceptado por las partes que la posesión de Ángel de Jesús 

Cruz inició el 15 de enero de 2009, indicando que estaban 

demostrados todos los presupuestos axiológicos para la 

prosperidad de la pretensión reivindicatoria, en especial la 

identidad del bien, el apartamento 301 que hace parte de una 

edificación que no está sometido a reglamento de propiedad 

horizontal. 

 

Al entrar al análisis de las excepciones indicó que como la 

posesión había iniciado el 15 de enero de 2009 y la propietaria de 

entonces, Etelvina Palacio de Velásquez había fallecido el 9 de 

julio de 2012, siendo su única heredera y a quien finalmente se le 

adjudicó el bien Norela del Socorro Velásquez Palacio, para esa 

entonces con discapacidad mental absoluta, por lo que se produjo 

el fenómeno de interrupción de la prescripción como lo señala el 

artículo 2530 del C. Civil, trayendo como argumento de autoridad 

la sentencia SC675-2015, lo que impedía la prosperidad de la 

prescripción adquisitiva y extintiva del derecho de domino. 

(archivo 37) 

 

III. LA IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme con la decisión la providencia fue recurrida por el  

apoderado de la parte demandada expresando en la audiencia 

que “el despacho hace alusión al reconocimiento de la posesión, 

pero lo reconoce como si fuera una posesión irregular, por la 
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prescripción de diez años, pero en término normativo las 

prescripciones tienen su gradualidad de acuerdo a la capacidad y 

la forma de adquirir la prescripción, en este caso, es de buena fe 

tendríamos un término inferior a los diez años para vivienda 

urbana, como lo ha establecido también la H. Corte, la Sala Civil 

que es de tres años cuando se trata de poseedor de buena fe 

sobre bienes de uso urbano”. 

 

1. Dentro de los tres (3) días siguientes a la audiencia amplió, por 

escrito, los reproches frente a la decisión, los mismos que, dicho 

sea de paso, reiteró ante el Tribunal para dar cumplimiento al 

artículo 14 del Decreto 806 de 2020, reparos que la Sala 

compendia de la siguiente manera: 

 

(i) En el proceso quedó demostrado que el poseedor si cumplió con 

todas las exigencias para dar lugar a la adquisición del bien inmueble 

por el modo de la prescripción extraordinaria de dominio “entre todos 

los demás requisitos que la ley exige al poseedor de buena fe”. La 

posesión material se inició en el mes de febrero de 2000, con pleno 

consentimiento otorgado por quien para la época era la propietaria del 

primer piso y de las mejoras que existían en el segundo nivel de la 

edificación, lo que fue ratificado por ésta en declaración juramentada 

del 15 de enero de 2009 ante el notario Décimo de Medellín. 

 

(ii) No se probó la calidad de propietaria del bien objeto de la 

reivindicación ya que los títulos o escrituras solo corresponden al 

primero piso, con sus respectivos linderos y ese documento no es 

válido frente al apartamento 301 que corresponde a mejoras realizadas 

por el poseedor. Agregó que en la documentación contentiva del 

trámite de liquidación de la sucesión no se acreditó que se hubiere 

adjudicado el tercer piso la heredera y hoy demandante. Manifestó 

también que según la ley 9 de 1989 había operado la prescripción 

adquisitiva extraordinaria ya que iniciada la posesión en el año 2002 o 

aún en el 2009 se cumpliría el término exigido en la ley. 

 

(iii) Indicó que la sentencia carece de correcta valoración probatoria, 

pero sin hacer referencia a prueba concreta recaudada en el plenario. 
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(iv) La sentencia de primera instancia vulnera el derecho sustancial y el 

procesal, en tanto reconoce derechos propios a un reivindicante que no 

los tiene. 

 

2. La parte actora descorrió oportunamente el traslado en esta 

instancia, el que se resume así: 

 

(i) La parte demandada pretende confundir y/o tergiversar los 

planteado en las motivaciones del juez, pues Ángel de Jesús Cruz no 

logró demostrar que existiera un derecho adquirido ya sea por el 

fenómeno de la prescripción ordinaria y/o extraordinaria frente al bien 

inmueble que ocupa; máxime cuando solicitó que se le reconociera 

como poseedor desde el año 2002, tiempo para el cual se encontraba 

viva su anterior propietaria Etelvina Palacio de Velásquez. Que la 

declaración extra juicio del 5 de enero de 2009 no constituye justo título 

traslaticio de dominio y no es poseedor de buena fe, no solo por las 

condiciones en que hoy se encuentra el inmueble, sino porque nunca 

ha cancelado conceptos como predial, valorización, servicios públicos 

que pudieran demostrar su señorío. 

 

(ii) Se refirió nuevamente al tiempo que el demandado dice tener como 

poseedor, al desconocimiento que hace de la actora como propietaria y 

de la sucesión de Etelvina Palacio de Velásquez donde le fue 

adjudicado todo el inmueble, y el propietario del suelo del primer piso 

también lo es de todas sus mejoras y anexidades, incluido el inmueble 

de la calle 41 No. 35-54, tercer piso interior 301.  

 

(iii)  Por último, solicitó hacer caso omiso del punto relativo a vivienda 

de interés social, ya que no fue alegado al contestar la demanda por 

vía de excepción; como tampoco existe violación al derecho sustancial 

y procesal  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. Como tarea liminar en la técnica del fallo, compete al juez el 

ocuparse de la constatación de la estructuración de lo que en 

doctrina se conoce como presupuestos procesales porqué en 

ellos estriba la validez jurídica de la relación jurídica procesal. 
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Significa lo anterior que, en presencia de algún defecto de los 

tales presupuestos, se impone o bien un mero despacho formal o 

bien, la anulación de la actuación. De acuerdo con la doctrina los 

presupuestos procesales, no son otros que la demanda en forma, 

la competencia del juez, la capacidad de las partes y la 

legitimación procesal o aptitud de las partes, bien por sí, ora a 

través de vocero judicial para el ejercicio de “ius postulandi”; los 

anteriores presupuestos se reúnen a cabalidad en el plenario. En 

cuanto a las condiciones materiales para fallo de mérito, 

reducidas a la legitimación en la causa e interés para obrar como 

meras afirmaciones de índole procesal resultan aceptables en 

principio para el impulso del proceso.  

 

2. Desde ya se anuncia que en lo que toca con lo que se llamó 

falta de valoración probatoria y violación derecho sustancial y 

procesal, ninguna competencia tiene la Sala por cuanto carecen 

de la debida sustentación, entendida claro está como el combate, 

la contradicción, el refutar o explicar por escrito la razón o motivo 

concreto por el que la sentencia debe revocarse.  

 

En el mismo sentido, se rechaza por incongruente la intención del 

recurrente de sustentar la alzada con fundamento en la 

prescripción adquisitiva o extintiva prevista en la ley 9ª de 1989, 

puesto que se trata de punto nuevo, que no fue objeto de 

excepción de mérito y por lo tanto careció de análisis por el a quo, 

obviamente en acatamiento de lo previsto en el artículo 281 del C. 

General del Proceso. 

 

3. El aspecto toral en esta instancia lo constituyen tres aspectos 

bien definidos en la sustentación: a) La prueba del dominio en 

cabeza de la demandante, b) la identificación del bien que se 
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pretende reivindicar y c) la fijación del litigio y sus efectos, labor 

que acomete el Tribunal en los siguientes apartes: 

 

3.1. Frente a la prueba del dominio conviene recordar que 

inveterada jurisprudencia de la Corte señalaba que era necesario, 

en virtud de la tesis romanística acogida por el legislador 

colombiano para la adquisición del dominio, acreditar el título y el 

modo.  

 

Sin embargo, en sentencia SC3540-2021 (Rdo. 2012-00-647-01) 

efectuó una revisión minuciosa de la institución registral 

inmobiliaria, para, dijo, alivianar, la carga que pesa sobre la carga 

demandante de demostrar su dominio terminando con el análisis 

de la ley 1579 de 2012, y concluyendo:  

 

“Por contera, en la actualidad la certificación expedida por el 

registrador da cuenta, no sólo, del asentamiento en el registro 

inmobiliario, también de la existencia del título traslaticio y su 

conformidad jurídica, constituyendo por sí misma una prueba idónea de 

la propiedad, sin perjuicio de que, en atención al tipo de proceso, deba 

aportarse también el documento traslaticio que permite identificar 

correctamente el bien sobre el cual recae el derecho.  

 

“Aplicado esto a los procesos reivindicatorios, cuando el demandante 

aporte certificado registral con su demanda, estará demostrando tanto 

el título que sirvió para la adquisición de su derecho, como su 

inscripción; entendimiento que guarda coherencia con la protección a la 

confianza depositada por los administrados en los mencionados 

certificados, por mandato de la buena fe registral.” 

 

De otro lado, en sentencia SC1833 del pasado 29 de julio (Rdo. 

013-2009-00217-01), en la que dicho sea de paso reiteró lo 

expuesto en la providencia del año 2021 ya citada, se refirió 
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concretamente a la sucesión por causa de muerte como modo de 

adquirir el dominio invocada en acción reivindicatoria. 

 

En efecto, luego de insistir que de conformidad con el artículo 946 

del C. Civil, los presupuestos axiológicos son:  

 

1) derecho de dominio en el demandante; 2) la posesión del 

demandado; 3) la identidad entre el bien perseguido por aquél y el 

detentado por este; y 4) que se trate de una cosa singular 

reivindicable o cuota determinada, proindiviso sobre una cosa 

singular, se dedicó al estudio de los modos de adquirir el dominio, 

artículo 633 ibídem, indicando que la tradición y la sucesión tienen 

la finalidad de traspasar al patrimonio del acreedor o 

causahabiente, en cada caso, el derecho debido o del causante 

respectivamente. 

 

En el caso concreto, Etelvina Palacio de Velásquez había 

adquirido, es cierto, el dominio de un inmueble en el que 

inicialmente existía una edificación de una sola planta y, al día de 

hoy, no es otra que una edificación de cuatro pisos, por lo que 

aquella, - dueña del inmueble - pasó a serlo de lo que por 

accesión se edificó en ella, sin necesidad de escritura pública 

registrada, “el dueño incorpora en su patrimonio lo que por 

accesión se agrega al bien de que ya es dueño, y este resultado 

se obtiene sin que para ello se realice y se cumpla tradición 

alguna” (Casación del 26 de octubre de 1909, gaceta judicial XXV, 

pág. 291, reiteradas en Sent. 28 de abril 1953, LXXIV, 751 y 10 de 

octubre 1955, LXXXI, 399). “Si el poseedor afirma y demuestra 

que construyó en terreno ajeno no puede oponerse a que lo 

adquiera el dueño del terreno; el edificador carece de acción in re 
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y solo puede ejercer la personal para el pago de la indemnización” 

(Casación 11 de octubre de 1912, XXII, pág. 259 y sentencia 22 

de mayo de 1928, gaceta judicial XXXV, pág. 280). 

 

Por manera que, al fallecimiento de la propietaria, su hija la ahora 

demandante, pasó a ser dueña de la edificación toda, por el modo 

de la sucesión por causa de muerte en el que, como indicó la Sala 

de Casación Civil en la sentencia del pasado mes de julio, la 

partición realizado en juicio, y la notarial por supuesto no tiene 

efectos traslaticios, en la medida en que tal consecuencia 

corresponde únicamente al modo de la tradición. La transmisión 

del causante a su heredero a través de la adjudicación o partición 

en juicio sucesorio o trámite notarial tiene efecto retroactivo a 

partir del deceso de aquél, lo cual traduce, dice la Corte, que tal 

distribución no tiene alcance traslaticio. 

 

Pensar lo contrario, indicó, implicaría afirmar que “en el interregno 

entre la muerte y el reparto de bienes se configuró el traslado de 

la masa herencia a una comunidad indivisa y que cada heredero a 

su vez, entrega a los demás coherederos los bienes dejados por 

el causante, poseídos proindiviso, una vez aportada la sentencia 

de partición. Nada más desacertado si se tiene en cuenta es el de 

cujos quien trasmite”. 

 

Más adelante, remató así: “En suma en el modo de adquirir el 

dominio denominado sucesión por causa de muerte opera la 

transmisión del derecho del causante a su heredero con efecto 

desde el deceso de aquel aun cuando la sentencia aprobatoria de 

la adjudicación de partición siempre sea acto declarativo posterior, 

providencia que carece de alcances traslaticios, pero que debe 
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ser inscrita si recayó sobre bienes inmuebles previamente a su 

protocolización notarial”. La anterior, predicable de la liquidación 

notarial de la sucesión en la que la inscripción se genera una vez 

se protocoliza la escritura contentiva de la misma. 

 

Todo lo anterior, para afirmar que allegada la escritura pública 

1903 del 27 de julio de 2018 de la Notaría Veintiuno de Medellín, 

el folio real No. 001-958060 de la Oficina de Instrumentos 

Públicos Zona Sur, y demostrado lo que se construyó en el 

inmueble, especialmente el denominado interior 301 el reproche 

frente a la titularidad y prueba del derecho del dominio de la 

demandante es impróspero.  

 

3.2. Con relación a la identificación del bien, en sentencia SC del 

16 de junio de 1982, G.J. CLXV, págs. 125 y 126, la Corte señaló 

que cuando el demandado en acción de dominio, al dar respuesta 

a la demanda inicial del proceso confiesa ser el poseedor del 

inmueble en litigio, esa confesión tiene la virtualidad suficiente 

para demostrar no solo la posesión del demandado, sino la 

identidad del bien que es materia del pleito. Dicha confesión 

releva al demandante de toda prueba sobre dichos extremos de la 

acción y de contera, exonera al juez de analizar otras probanzas 

tendientes a demostrar la posesión. 

 

En especial destacó la Corte “Con tanto mayor razón es aceptable 

el anterior aserto si, como ocurrió en el presente caso con base 

en el reconocimiento de su posesión el demandado propone la 

excepción de prescripción, que, de otra parte, ya había deducido 

en la demanda principal como acción al suplicar la declaración de 

pertenencia del bien que afirma poseer”. 
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Rememórese, por lo demás, que el accionado también propuso la 

excepción de prescripción adquisitiva de dominio y que aunque a 

ella no se le dio el trámite previsto en el parágrafo primero del 

artículo 375 del C. General del Proceso para que la decisión en su 

favor surtiera efectos erga omnes, la Corte en la misma 

providencia que se viene reseñando expresó que cuando se hace 

una afirmación de tener a su favor la prescripción adquisitiva de 

dominio y se propone además como excepción a la demanda de 

reivindicación, constituye una doble manifestación que implica 

confesión judicial del hecho de la posesión, e itera el Tribunal, de 

la correcta identificación del bien.  

 

3.3. Sobre la fijación del litigió la Corte en sentencia SC780-2020, 

señaló: 

 

“La fijación del objeto de la litis no es una liberalidad del funcionario 

judicial sino una etapa en la que las partes determinan con precisión 

las cuestiones de hecho que serán materia del debate probatorio. En la 

fijación del litigio se formulan dos especies de cuestiones fácticas: los 

hechos operativos y los probatorios. 

“Los hechos operativos son los sucesos que se relacionan con el 

conflicto jurídico, pero no tienen la connotación de litigiosos 

porque se dan como existentes por las partes, no generan 

controversia y cumplen la función de contextualizar el entramado 

fáctico que subyace a las pretensiones. 

 

“Los hechos probatorios coinciden con el antecedente o 

condición prevista en la proposición jurídica y –como son la 

materia del desacuerdo– determinan el tema de la prueba a partir 

del cual se elaborarán los enunciados fácticos en que se 

sustentará la sentencia. 

 

“Todo el debate probatorio se circunscribirá a los límites trazados 

en la fijación del objeto del litigio, por ello una alteración indebida 
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de esos contornos tomaría por sorpresa a las partes y vulneraría 

su derecho de defensa y contradicción.  

 

“De ahí la importancia de que las partes estén presentes en esta etapa 

procesal, pues su inasistencia a la audiencia del artículo 101 del 

Código de Procedimiento Civil (o a la audiencia inicial o única del 

Código General del Proceso) no sólo genera las consecuencias 

procesales y pecuniarias adversas previstas en los numerales 2º y 3º 

del Parágrafo 2º de la norma aludida (numeral 4º del artículo 372 del 

Código General del Proceso), sino que afectará el ejercicio de la acción 

sustancial.1 

 

“Ello explica por qué el nuevo estatuto procesal estableció que cuando 

ninguna de las partes concurre a la audiencia inicial y no justifican su 

inasistencia dentro del término correspondiente, se tiene que declarar 

la terminación del proceso, pues no habría manera de fijar el objeto del 

litigio (inciso segundo del numeral 4º del artículo 372 del Código 

General del Proceso), toda vez que ni el juez ni los apoderados pueden 

suplir esa función exclusiva de las partes. 

 

“El juez orienta a las partes en la fijación del objeto del litigio, pero 

no está facultado para variar los límites trazados por ellas, porque 

tal labor corresponde al ejercicio del principio dispositivo que rige 

el proceso civil; y para ello basta con asentar los temas 

controvertidos, entendiéndose que aquéllas están conformes con 

todos los demás”. (negrillas intencionales) 

 

 

3.4. En este caso, seguidas las fases previstas en el artículo 372 

del C. General del Proceso, fracasada la conciliación se 

practicaron los interrogatorios y Ángel de Jesús Cruz, poseedor 

demandado, manifestó que para el año 2002 Etelvina Palacio de 

Velásquez lo llevó a vivir en el inmueble; que ella pedía limosna y 

por haberle llevado una vez “un mercadito”, le permitió vivir en el 

inmueble para que, además, cuidara a la hija, la demandante 

hasta que falleciera. 

                                                           
1 El caso se rige por las normas del Código de Procedimiento Civil, pero con 
fines doctrinales se establece su correspondencia con el Código General del 
Proceso.  
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Para el año 2009 se elaboró un documento ante notario porque 

ella estaba agradecida, “porque yo estaba viendo por ellos, el 

señor estaba sufriendo de cáncer, murió de cáncer, estaba 

agradecida porque yo fui el único que estuve al pide de ellos en 

su enfermedad hasta que los enterré a todos dos” (se refiere 

también al esposo).  “Primero viví en el primero, primer piso y 

después me ordenó la dueña que me pasara para el tercero”. 

 

En el interrogatorio Ángel también manifestó que la propiedad 

habitada por él “eso es de los dos, de Norela y de mi persona…”. 

 

En este punto quiere llamar la atención la Sala cuando fue 

interrogado en el sentido de si pagaba alguna suma a la 

propietaria a título de arrendamiento, en el video claramente se 

observa que el apoderado del absolvente incidió en la respuesta 

negativa, haciendo gesto y movimiento de su cabeza de un lado a 

otro. La respuesta nunca fue espontánea. Este comportamiento, a 

todas luces reprochable, de quien agencia los derechos del 

poseedor demandado genera por lo demás consecuencias 

desfavorables de cara a sus aspiraciones. 

 

Llegada la audiencia a la fijación del litigio (minuto 00:34:10 

archivo 33) el juez manifestó que podrían tenerse por probados la 

propiedad en cabeza de la actora, la posesión del demandado 

sobre el bien que como se dijo en el interrogatorio empezó a vivir 

en el año 2002, pero es hasta el año 2009 según la declaración 

notarial “donde se dice le fue entregado el apartamento como 

contraprestación por el cuidado de su hija”, requiriendo el 

juzgador la colaboración de una empleada del despacho para 

precisar que la fecha de tal documento era el 15 de enero de 2009 
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y que, en consecuencia, lo que sería sometido a debate 

probatorio era el término de posesión, esto es, el de duración de 

la misma y no el de el momento en el cual había iniciado, 15 de 

enero de 2009. 

 

Requeridos los procuradores judiciales sobre tan cruciales 

aspectos fácticos que se tendrían desde ya por probados, indicó 

el apoderado del actor que tal y como fueron plenamente 

decantados por el funcionario están satisfechos, e intimado quien 

agencia los derechos del poseedor sin dubitación alguna 

manifestó “de acuerdo, señor juez”. (minuto 00:36:03 y s.s., 

archivo 33) 

 

4. En conclusión, existiendo la prueba del dominio en la 

demandante; identificado correctamente el bien pretendido en 

reivindicación y el poseído por el accionado y precisado, al fijar el 

objeto del litigio que la posesión se había iniciado el 15 de enero 

de 2009, que fueron los aspectos que puso en duda el recurrente, 

procede la confirmación del fallo recurrido sin que haya lugar 

condena en costas por estar el apelante amparado por pobre. 

 

V. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta Civil de Decisión del 

Tribunal Superior de Medellín, administrando justicia en nombre 

de la República y por autoridad de la ley,  

 

CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Quinto Civil del 

Circuito de Oralidad Medellín el día 25 de noviembre de 202.  
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Sin costas por estar el apelante amparado por pobre. 

 

NOTIFIQUESE 

 

 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

Magistrado 

 

 

 

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 

Magistrado 

 

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

Magistrada 

 

 

 

 

 
 

 


